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          Acción de Tutela 
Radicación Nro. :
 
     66001-31-03-004-2018-00486-01

Accionante: 

     Rubén Darío Restrepo López
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          Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira
Vinculados:              Miguel Ángel Castaño Duque, Luz Marina Duque Bustamante, MAC         Seguridad SAS y José Nayib Vásquez Ramírez
Magistrado Ponente:          Jaime Alberto Saraza Naranjo
Temas: 

DEBIDO PROCESO/ TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ PROCESO EJECUTIVO/ EXONERACIÓN SANCIÓN –(ARTÌCULO 372 CGP-/ DEFECTO FÁCTICO/ NO SE PROBÓ/ CONFIRMA DECISIÓN.
Es claro, entonces, que el reproche se ubica en un defecto fáctico, por cuanto se aduce que el juez hizo una incorrecta valoración probatoria en favor de la parte demandada, respecto de un documento informal, expedido por un mecánico automotriz, el que, a su juicio, era insuficiente para justificar la ausencia de aquellos a la audiencia; no obstante y en su desmedro, no valoró su argumento, que exhibía hechos sobrevinientes que le impidieron acudir a la diligencia.
(…)

De todo lo cual surge claro que, contrario a lo dicho por el accionante, en ese asunto se dispensó a las partes un trato absolutamente igualitario en torno al estudio de las justificaciones presentadas por las partes; además, la inexistencia de esas “situaciones sobrevinientes que impidieron su asistencia a la audiencia” fue evidente; a lo que se suma una interpretación razonable de la cuestión, en tanto el funcionario, a la luz de las reglas consagradas en la legislación civil, estimó suficiente la justificación y la documentación aportada por los demandantes para acreditar la ocurrencia de un caso fortuito, e insuficientes las meras insinuaciones del ejecutante para exonerarlo de la multa, quien solo quiso hacer ver su diligencia en el trámite y su ánimo conciliatorio para dar término a la ejecución, lo que si bien es una buena práctica, que se celebra, no es una causal para ser exonerado de la sanción contenida en el artículo 372 del CGP.   

(…)
Se recuerda, en todo caso, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial, aun cuando sea de única instancia; al contrario, su alcance es restringido y, por consiguiente, impide cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, situación ajena al caso de ahora.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, agosto veintidós de dos mil dieciocho
Expediente 66001-31-03-004-2018-00486-01
Acta N° 306 de agosto 22 de 2018
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 22 de junio del presente año por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en la presente acción de tutela promovida por Rubén Darío Restrepo López frente al Juzgado Sexto Civil Municipal de esta localidad, a la que fueron vinculados Miguel Ángel Castaño Duque, Luz Marina Duque Bustamante, MAC Seguridad SAS y José Nayib Vásquez Ramírez.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad, el señor Rubén Darío Restrepo López, en su propio nombre, presentó esta demanda contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pariera, solicitando ordenar al Juez encartado que “aplique el mismo rasero al momento de aplicar sanciones por la insistencia a audiencia fijada para el 3 de abril pasado dentro del proceso en tratos y ante lo cual ambas partes sancionadas mediante auto del 16 de abril del corriente, presentaron sendas excusas en el mismo sentido, siendo aceptada solamente la de los accionados al admitírseles, en forma muy subjetiva, una condición de fuerza mayor a su excusa y desdeñar la del accionante que igualmente invocaba situaciones sobrevinientes que impidieron su asistencia”.  
Para así pedir, expuso, en síntesis, que dentro del proceso ejecutivo que promovió contra Miguel Ángel Castaño Duque y otros, el funcionario accionado, el 16 de abril del presente año, profirió un auto por medio del cual impuso una sanción a las partes que faltaron a la audiencia inicial programada para el 3 de abril del presente año; frente a lo cual, los demandados y él, presentaron reposición que, en su caso, fue resuelta desfavorablemente, pese a que los argumentos para justificarse fueron similares.  

El despacho de primer grado dispuso el impulso de rigor, ordenó la inspección judicial del proceso ejecutivo que atañe a este asunto  y citó al trámite a Miguel Ángel Castaño Duque, Luz Marina Duque Bustamante, a la representante legal de MAC seguridad SAS (f. 8, c.1) y, posteriormente, a José Nayib Vásquez Ramírez (f. 17, c.1).

Ninguno de los vinculados de pronunció.  

Sobrevino la decisión de primer grado, que negó el amparo, por no estimar lesionado el debido proceso con la decisión del Juzgado, en torno a la sanción impuesta al actor. 

Se alzó el accionante contra esa resolución e insistió en el agravio derivado del trato desigual que con la sanción se le irrogó, en relación con su contraparte. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

    


 
En uso de ella, Rubén Darío Restrepo López acudió en procura del amparo de los derechos arriba mencionados, que halló vulnerados por parte del Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, al mantener incólume la sanción que le impuso por inasistir a una audiencia programada en una ejecución que allí adelanta, pese a que, según explica, su justificación contenía argumentos de la misma estirpe a la de los demandados, quienes tampoco asistieron y sí les fue condonada la multa. 
El Juzgado de primer grado, luego de analizar el presunto defecto factico endilgado por el accionante, concluyó que las decisiones reprochadas, estuvieron precedidas de suficiente argumentación, lo que da al traste con la denuncia planteada.  

La Sala comparte esa decisión. Recuérdese que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



En este caso se tiene, según se desprende de las pruebas recaudadas, que el juzgado accionado, mediante proveído del 7 de noviembre del año 2017, fijó fecha para llevar a cabo la audiencia prevista en el artículo 372 del CGP, para el día 3 de abril del año 2018 (f. 8, c.2), las partes no asistieron (f. 9, c.2); el 6 de abril siguiente, el abogado de los demandados, ellos y el demandante, presentaron sendas justificaciones por su inasistencia (f. 10 a 15, c.2); la del apoderado de los ejecutados tuvo como fundamento una incapacidad médica y la de los estos, una avería del vehículo en el que se movilizaban, ambos aportaron documentos con vocación probatoria. Finalmente, el ejecutante, quien ahora demanda, argumentó que su ausencia obedeció a que estaba esperando el pago que los ejecutados le harían de la obligación, según el acuerdo logrado con la mediación del juzgado. 





Con auto del 16 de abril, se impusieron las correspondientes sanciones y solo fue aceptada la justificación del asesor judicial de los demandados (f. 16, c.2), recurrieron el demandante y los ejecutados; el abogado Restrepo López exhortó al Juzgado a condonar su multa en virtud de la diligencia que tuvo en el trámite del proceso y el sacrificio que hizo para terminarlo; los demandados insistieron en la ocurrencia de una fuerza mayor o un caso fortuito por la avería del vehículo en el que se transportaban a la audiencia.  




Con auto del 22 de mayo anterior, se revocó la sanción impuesta a estos últimos, pero se mantuvo la del demandante (f. 22, c.2). 




Con ese derrotero halla la Sala que los presupuestos generales de procedibilidad, en este asunto se superan, como quiera que se aduce la vulneración, entre otros, del derecho fundamental al debido proceso; se hizo uso de los recursos ordinarios para rebatir ante el juez natural la actuación que se estima anómala; se cumple el principio de inmediatez, en tanto la providencia data del 22 de mayo del presente año; si se advirtiera la irregularidad que le achaca el demandante al funcionario, aquella podría incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 
Ahora bien, en relación con los requisitos específicos, se acusa al juez, según se desprende de la demanda, de incurrir en un defecto fáctico por cuanto, se afirma, le extendió un valor indebido e inequitativo a las pruebas arrimadas por las partes para justificar su inasistencia a la audiencia prevista en el artículo 372 del CGP y programada para ser llevada a a cabo el 3 de abril del presente año.

Sobre esta clase de irregularidad, se ha indicado por la  jurisprudencia constitucional que
: 
   


…el defecto fáctico se configura cuando: i) existe una omisión en el decreto de pruebas que eran necesarias en el proceso; ii) se da una valoración caprichosa y arbitraria de las pruebas presentadas; o iii) no se valora en su integridad el material probatorio.
 
  


Asimismo, esta Corte puntualizó que el defecto estudiado tiene dos dimensiones, una positiva…. La primera se presenta cuando el juez efectúa una valoración por “completo equivocada” o fundamenta su decisión en una prueba no apta para ello y la segunda cuando omite o ignora la valoración de una prueba determinante o no decreta su práctica sin justificación alguna. y otra negativa..
 
  


20. Con todo, esta Corporación ha sido enfática en señalar que “para que la tutela resulte procedente ante un error fáctico, ‘El error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto…”
    



Es claro, entonces, que el reproche se ubica en un defecto fáctico, por cuanto se aduce que el juez hizo una incorrecta valoración probatoria en favor de la parte demandada, respecto de un documento informal, expedido por un mecánico automotriz, el que, a su juicio, era insuficiente para justificar la ausencia de aquellos a la audiencia; no obstante y en su desmedro, no valoró su argumento, que exhibía hechos sobrevinientes que le impidieron acudir a la diligencia.




Para el análisis es menester, primero, aclarar que es inexistente en el cartulario de este amparo y también en el de la ejecución, algún documento que acredite la ocurrencia de las “situaciones sobrevinientes” planteadas por el accionante; y, segundo, contraponer la denuncia del libelista con lo esgrimido por el funcionario reprochado: 




“Verificados los argumentos descritos por el demandante y sus demandados, el Juzgado procedió a su análisis del cual estima que no le asiste razón al aquí demandante pero sí a los aquí demandados, debido a que el primero no justificó en debida forma su inasistencia a la audiencia y los segundos conforme a lo planteado por ellos sí lo hicieron conforme a los parámetros establecidos en el artículo 372 del CGP, el cual dispone lo siguiente:

(…) 




Por lo anterior, analizando las situaciones planteadas por los sancionados, se constató que es procedente revocar la decisión en lo que respecta a los señores MIGUEL ÁNGEL CASTAÑO DUQUE, MAC SEGURIDAD PEREIRA SAS Y LUZ MARINA DUQUE BUSTAMANTE, quienes allegaron los documentos que acreditan la avería del vehículo en que se transportaban; pero en lo que refiere al demandante RUBÉN DARÍO RESTREPO LÓPEZ, si es procedente la sanción toda vez que no demostró de forma fehaciente algún hecho de fuerza mayor o caso fortuito que le hubiese impedido la asistencia a la audiencia”.




De todo lo cual surge claro que, contrario a lo dicho por el accionante, en ese asunto se dispensó a las partes un trato absolutamente igualitario en torno al estudio de las justificaciones presentadas por las partes; además, la inexistencia de esas “situaciones sobrevinientes que impidieron su asistencia a la audiencia” fue evidente; a lo que se suma una interpretación razonable de la cuestión, en tanto el funcionario, a la luz de las reglas consagradas en la legislación civil, estimó suficiente la justificación y la documentación aportada por los demandantes para acreditar la ocurrencia de un caso fortuito, e insuficientes las meras insinuaciones del ejecutante para exonerarlo de la multa, quien solo quiso hacer ver su diligencia en el trámite y su ánimo conciliatorio para dar término a la ejecución, lo que si bien es una buena práctica, que se celebra, no es una causal para ser exonerado de la sanción contenida en el artículo 372 del CGP.   
Por lo que nada de arbitrario o irracional se advierten las disquisiciones del juzgador; ellas no comportan el quebrantamiento de los derechos fundamentales que se invocan y por más discutibles que le parezcan al interesado, e incluso si pudiera interpretarse de manera diversa, no dan lugar a la injerencia del juez constitucional. 

Valga traer a colación lo que sobre el particular tiene dicho la jurisprudencia
:
“Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[…]La vía de hecho –excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho, sino una vía de Derecho distinta, en sí misma respetable si no carece de razonabilidad. Esta, así como el contenido y alcances de la sentencia proferida con ese apoyo, deben ser escrutados por la misma jurisdicción y por los procedimientos ordinarios, a través de los recursos que la ley establece y no, por regla general, a través de la acción de tutela.

[…]Diferente es el caso de la ostensible aplicación indebida de una norma, en cuya virtud se pretende lograr que los hechos quepan en ella, aun contra toda evidencia. Allí puede darse la vía de hecho, como lo ha admitido esta Corte, si por haberse forzado arbitrariamente el ordenamiento jurídico se han quebrantado o se amenazan derechos constitucionales fundamentales” 

Con los presupuestos indicados para la procedencia de la acción de tutela  cuando se acusa una decisión judicial de constituir vía de hecho, la Sala reitera la conclusión que se ha referido en anteriores fallos, en el sentido de precisar que “No toda vía de hecho reúne las características necesarias para incoar la acción referida, porque, para que sea viable requiere no sólo que se afecte un derecho fundamental, sino que además se presente cierta gravedad e inminencia en la vulneración o amenaza.” 
, requisitos que no basta con que sean alegados, sino que deben acreditarse o evidenciarse en cada caso concreto.”
Se recuerda, en todo caso, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial, aun cuando sea de única instancia; al contrario, su alcance es restringido y, por consiguiente, impide cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, situación ajena al caso de ahora. 
                                          
Surge de todo lo dicho, que la sentencia de primera instancia será confirmada.

  



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 22 de junio de 2018, por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en la presente acción de tutela promovida por Rubén Darío Restrepo López, frente al Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados Miguel Ángel Castaño Duque, Luz Marina Duque Bustamante, MAC Seguridad SAS y José Nayib Vásquez Ramírez.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y en firme, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
                    DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


�  Sentencia SU-172 de 2015
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